
ACTA Nº 5

Nº 5.– Acta de la sesión ordinaria celebrada por la Asamblea Nacional Constituyente, 
a las quince horas y media del día veinte de enero de mil novecientos cuarenta y nueve, bajo 
la presidencia del Dr. Marcial Rodríguez. Presentes los señores Diputados Vargas Fernández y 
Ortiz Martín, Secretarios; Volio Sancho, Herrero, Ruiz, Vargas Vargas, Vargas Castro, Guido, 
Madrigal Jochs, Monge Ramírez, Acosta Piepper, Acosta Jiménez, Arroyo, González Flores, 
Jiménez Ortiz, Arias, Montiel, Jiménez Núñez, Volio Jiménez, Desanti, Esquivel, Baudrit Gon-
zález, Baudrit Solera, Dobles Segreda, González Luján, Zeledón, Brenes Mata, Leiva, Trejos, 
Gómez Rojas, Fournier, González Herrán, Gamboa, Guzmán, Facio, Valverde Vega, Pinto 
Echeverría, y los suplentes Monge Alfaro, Elizondo, Morúa, Chacón Jinesta y Castaing.

Artículo 1º.– Se leyó y aprobó el acta de la sesión anterior.
Artículo 2º.– Lectura de la correspondencia.
a) Carta de la Cámara de Diputados de la Argentina solicitando el intercambio de informa-

ciones legislativas.
b) Telegrama del Diputado Edmundo Montealegre pidiendo se le dispense de asistir a las 

sesiones de esta semana por encontrarse enfermo.
Artículo 3º.– El Diputado MONGE RAMÍREZ presentó la siguiente moción: “Revisión del 

acuerdo tomado según el artículo 12 que consta en el acta de la sesión aprobada hoy en 
cuanto se refiere a la aceptación por la Asamblea del inciso 8º del artículo 9º del Reglamento, 
con el objeto de que se apruebe la moción que presenta para que ese referido inciso 8º o sus 
conceptos, se sitúen entre los deberes de los Diputados según enumeración del artículo 13 del 
Reglamento. Leyéndose ese inciso, que sería el 6º, así: “No hacer uso de alusiones injuriosas, 
ni de cualquier otro modo faltar al respeto debido al decoro de la Asamblea”. El Representante 
Ortiz manifestóse en desacuerdo con la moción del Diputado Monge Ramírez. El Representante 
HERRERO dio su voto de aprobación a la moción de Monge Ramírez. La mesa sometió a vota-
ción la moción del Representante Monge Ramírez, la cual fue desechada.

Artículo 4º.– El Diputado VARGAS CASTRO hizo uso de la palabra para referirse a con-
ceptos emitidos por el DR. Vargas Vargas en la sesión anterior, cuando éste dijo que maniobras 
no muy claras por parte del Tribunal Supremo de Elecciones, le habían impedido obtener un 
suplente, y hace moción para que la Asamblea solicite de aquel alto organismo una exposición 
en la forma cómo fueron distribuidas las plazas de suplentes. El Diputado DR. VARGAS se re-
firió a lo manifestado por el Representante Vargas Castro, diciendo que si se había referido a 
maniobras no muy claras de parte del Tribunal Supremo de Elecciones, lo había hecho trayendo 
un ejemplo, una (referencia, pero no con el deseo de traer a la Cámara discusiones de carác-
ter político. “Si no protesté a su debido tiempo, expresó el Dr. Vargas, fue porque Costa Rica 
tenía planteado un grave conflicto con Nicaragua y para mí la suerte de la Patria estaba por 
sobre la suerte mía o de un suplente”. El Diputado VARGAS CASTRO dijo que la Asamblea no 
podía pasar por alto un cargo como éste cuando se está tratando de regenerar la vida política 
del país y pidió que la Asamblea se pronunciara en este asunto, para que luego no se diga 
que a un partido político se le había arrebatado una curul. El Representante ZELEDÓN apoyó 
calurosamente la moción del Diputado Vargas Castro, ya que es necesario que todos los actos 
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de la Asamblea tengan la transparencia que el país exige en estos momentos. El Representante 
ARROYO manifestó que en su opinión no creía que se trataba de maniobras no muy claras de 
parte del Tribunal Supremo de Elecciones, sino más bien de la interpretación que este Cuerpo 
dio al artículo 162 del Código Electoral, vigente; digo esto porque yo fuí uno de los abogados 
que manifestó al Dr. Vargas el derecho que tenía su partido a la plaza de un suplente. Y si se 
suprime la palabra maniobra, votaré la propuesta”. Sometida a votación la moción del Diputa-
do Vargas Castro, fue desechada.1

Artículo 5º.– A continuación se entró a conocer la moción presentada por el Representante 
Zeledón Brenes, que dice así: “Para que el decreto de esta Asamblea referente a la confirmación 
de la elección de don Otilio Ulate, como Presidente de la República, quedando insubsistente 
la resolución parlamentaria que anuló el fallo del Tribunal Nacional Electoral que esa elección 
había declarado, sea adicionado con una excitativa a la Corte Suprema de Justicia a fin de que 
se inicien los procedimientos respectivos en la investigación del posible crimen que en conexión 
con la actitud de aquel Congreso trató de cometerse, eliminando al señor Ulate para dar carác-
ter legal a la proclamación de Calderón Guardia.”

El Representante ZELEDÓN BRENES, autor de la moción para que la Asamblea ordena-
ra la investigación de los sucesos del 1º de marzo, se dirigió a la Cámara en los términos 
siguientes:

“Me permito venir a interrumpir la interesante sesión de la Asamblea, para presentar una 
moción, la que se me ha ocurrido al leer el Decreto de la Asamblea que confirma la elección de 
don Otilio Ulate y condena la actitud asumida por el Congreso del 1º de marzo. Si 27 Diputados, 
faltando al honor empeñado en un pacto que puso fin a la Huelga de Brazos Caídos, anularon 
la elección legítima de don Otilio, para entronizar a Calderón Guardia, y si la Asamblea creyó 
que tal acto era vituperable, significa esto que el Congreso del 1º de marzo se puso al margen 
de la ley al atentar contra la ley misma. Por otra parte, existe una sospecha dolorosísima, 
–sospecha que debe investigarse–, y es que el Congreso del 1º de marzo, integrado por una 
mayoría adicta incondicionalmente al régimen, esperaba la noticia del asesinato de don Otilio 
Ulate, para dar legalidad al nombramiento de Calderón Guardia. Desde un principio se sospe-
chó afinidad entre los 27 Diputados que anularon la elección del 8 de febrero, y los facinerosos 
que asaltaron la residencia del Dr. Carlos Luis Valverde para cometer uno de los más horrendos 
crímenes que recuerda nuestra historia. Los que asaltaron la casa del llorado Dr. Valverde iban 
en busca de don Otilio Ulate con el fin de ultimarlo. Parece que los 27 Diputados conocían esta 
ruin maniobra, pues impacientes esperaban la noticia de la muerte del candidato victorioso, 
para legalizar el decreto de anulatoria de las elecciones, por la muerte de Ulate. Estas cosas no 
es posible que permanezcan en el misterio; es necesario, imperativo, aclararlas. Las posibles 
conexiones entre los 27 Diputados y los asesinos del Dr. Valverde deben investigarse para sentar 
las responsabilidades del caso. Ahora que el país está en un proceso de moralización, no es 
posible pasar por alto un hecho de la magnitud del perpetrado el 1º de marzo. Y esta actitud 
mía al pedir sanción no es de hoy. Cuando me tocó participar en las deliberaciones legislativas 
del año 1929 también mi voz se alzó para condenar actos que me parecían bochornosos. Fiel a 
la línea de conducta que me he trazado, no podré permitir que actos como los del 1º de marzo 
no sean lo suficientemente investigados para señalar a los culpables. Para terminar, señores 
Diputados, no debemos olvidar que la piedad es amorosa, que la misericordia es encantadora, 
pero que es más noble y más fecunda la justicia. Y justicia es lo que vengo a clamar ante esta 
Honorable Asamblea Constituyente.”
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El Diputado VARGAS CASTRO manifestó que iba a dar el voto a la moción del represen-
tante Zeledón, pero creía que en el texto derogado de la Constitución del 71 había un artículo 
especial que proclamaba la irresponsabilidad de los Diputados, por sus opiniones vertidas en 
la Cámara. El representante Acosta Jiménez, aunque de acuerdo con la moción presentada, no 
lo está en lo que se refiere a la forma y propone la siguiente moción, también firmada por los 
Diputados Esquivel Fernández y Fournier Acuña: “Para que se adicione la moción del Sr. Dipu-
tado Zeledón Brenes en el sentido de crear una Comisión Técnica de abogados para otorgarles 
el indispensable carácter legal”, lo que fue aceptado por el autor de la moción.

El representante ARIAS BONILLA pide al Diputado Zeledón modificar su moción en el senti-
do de que fuese una comisión especial nombrada por la Mesa, la que dictaminara, previamente 
al conocimiento de la moción por la Asamblea. Aunque en un principio el Diputado Zeledón 
aceptó la sugerencia del representante Arias Bonilla, luego decidió no introducir esa modifica-
ción en su moción.

Sobre la moción del Diputado Zeledón Brenes se suscitaron acalorados debates en los 
que participaron los representantes Vargas Castro, Acosta Jiménez, Fournier, Arroyo, Vargas 
Fernández, Esquivel, Zeledón, Monge Ramírez, Gamboa, Volio Sancho, Solórzano, Leiva, Arias 
Bonilla, Valverde, Zeledón, Chacón Jinesta, y Facio.

El Diputado ARROYO expresó: “Aunque en principio estoy de acuerdo con la moción 
presentada, estimo que no es a la Asamblea Constituyente a quien corresponde la investigación 
de los hechos del 1º de marzo, ni sancionar a los 27 Diputados, sino a la Junta Fundadora 
de la Segunda República, pues ésta desde que inició sus labores, tomó en sus manos la tarea 
de moralizar la República. Si la Junta no ha investigado los hechos del Congreso que anuló 
la elección legítima de don Otilio Ulate, no veo por qué sea la Asamblea Constituyente, la 
que realice labores que no le corresponde. Esta actitud me parece impropia de una Asamblea 
Constituyente, pues hay muchos asuntos de vital interés que deben ser tratados. Hay un Proyecto 
de Constitución que estudiar. Por estas y muchas otras razones creo que la Asamblea no debe 
asumir funciones que no le corresponden; cuando se trata de funciones específicas del Ministerio 
Público.”

Luego hizo uso de la palabra el Diputado Esquivel Fernández: “Atendiendo al espíritu de la 
moción del compañero Zeledón Brenes, no estoy de acuerdo con las objeciones o carácter legal 
señaladas por algunos compañeros. No es posible asentar la irresponsabilidad de los Diputa-
dos cuando éstos asesinaron a la República a la par que asesinaban al Dr. Carlos Luis Valverde. 
La decencia nacional exige sanción contra los 27 delincuentes culpables de toda la sangre de-
rramada en Costa Rica en los últimos meses. Estoy con la tesis del señor Acosta Jiménez, de que 
se nombre una comisión de abogados para que redacte formalmente la moción del Diputado 
Zeledón Brenes, y para que nos diga cuál es la forma más adecuada de llevar adelante la idea. 
Tampoco estoy de acuerdo con los conceptos emitidos por el Diputado Arroyo Blanco, de que 
no corresponda a la Asamblea ordenar la investigación de los hechos vituperables del 1º de 
marzo. Esta Asamblea representa la voz del pueblo de Costa Rica, y el pueblo de Costa Rica 
está exigiendo sanción contra los 27 criminales que perpetraron el asesinato de la República; 
nos corresponde a nosotros dar este paso trascendental.”

La Mesa dio por suficientemente discutida la moción del Representante Zeledón y la sometió 
a votación. Antes se aprobó una moción del Diputado Arroyo en el sentido de que la votación 
fuese nominal. En consecuencia se procedió a votar nominalmente la moción del Diputado 
Zeledón Brenes, con el aditamento agregado por los Diputados Acosta Jiménez, Esquivel Fer-
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nández y Fournier Acuña, que dice así: “Para que el Decreto de esta Asamblea referente a la 
confirmación de la elección de don Otilio Ulate como Presidente de la República quedando 
insubsistente la resolución parlamentaria que anuló el fallo del Tribunal Nacional Electoral que 
esa elección había declarado, sea adicionado con una excitativa a quien corresponda, a fin 
de que se inicien los procedimientos respectivos en la investigación del posible crimen que en 
conexión con la actitud de aquel Congreso trató de cometerse eliminando al señor Ulate para 
dar carácter legal a la proclamación de Calderón Guardia. Y para que se nombre una comisión 
técnica de abogados para otorgarle el indispensable carácter legal”.

Dijeron sí los siguientes Diputados: Vargas Vargas, Vargas Castro, Acosta Piepper, Monge 
Ramírez, Montiel, Jiménez Núñez, Zeledón, Baudrit Solera, Fournier, Facio, Monge Alfaro, Val-
verde Vega, Esquivel, Acosta Jiménez, Brenes Mata, Elizondo, González Flores, Morúa, Guido, 
Madrigal, Solórzano, Dobles Segreda, Castaing, González Luján, Trejos, Pinto, Herrero, Gómez 
Rojas, Guzmán, Volio Sancho, Leiva, Ruiz, Desanti, Rodríguez Conejo, Ortiz Martín. Dijeron no: 
Arroyo Blanco, quien razonó su voto en la siguiente manera: “Voto negativamente la moción por 
considerar que la Constitución de 1871 consagraba una irresponsabilidad para los Diputados 
por sus votos y opiniones en la Cámara y es precisamente una de las irresponsabilidades que 
la Constitución prevé, lo que trata de sancionar, o de pedir se sancione, la moción del señor 
Zeledón Brenes. Por otro lado considero que la Asamblea Constituyente no tiene facultades para 
entrar a conocer de ese asunto ni tiene tiempo en este momento para hacerlo”. Lobo García, 
no; GAMBOA RODRÍGUEZ razonó su voto negativo así: “Mi voto es negativo a la moción plan-
teada. Ella se encamina a preparar acción incriminatoria contra los 27 Diputados que el día 1º 
de marzo del año próximo pasado anularon las elecciones del 8 de febrero del mismo año, y 
bajo ese punto de vista juzgo que carece de fundamento constitucional. Nuestra Carta Política 
de 1871, que era la vigente a la fecha del pretendido hecho delictuoso, consagraba la absoluta 
irresponsabilidad de los Diputados por razón de sus votos y opiniones en el seno de la Cámara. 
Este principio, que es tradicional en la mayoría de las Constituciones Políticas de la mayoría 
de los países democráticos, tiende a colocar al Diputado fuera del alcance de las represalias, 
de cualquier orden que éstas sean, como con motivo de las opiniones y votos que emitan en el 
cumplimiento de su función. Si se tratara de una sanción moral mi voto sería favorable, pues 
considero que al irrespetar el pacto y negarse a acatar la voluntad de la mayoría del pueblo 
costarricenses que estaba por la elección de don Otilio Ulate Blanco, para Presidente de la 
República, esos Diputados son realmente responsables de la tragedia vivida por el país.

Por otra parte, juzgo con sobrado fundamento jurídico, que la Asamblea Nacional Consti-
tuyente tiene tan sólo funciones legislativas de orden constitucional y no judiciales, y que admitir 
esto último –verdadera herejía jurídica– conduciría a la admisión de/la moción planteada.

Amén de lo expuesto considero que si de sancionar se trata, habría que traer a juicio a 
aquellos Diputados que ratificaron la elección del Licenciado Teodoro Picado Michalsky para 
Presidente de la República, pues las elecciones del 13 de febrero de 1944 constituyen en la 
historia política del país la burla más sangrienta contra la voluntad popular y la institución del 
sufragio. Una Cámara que como ésta, cuenta en su seno con más de un representante que batió 
palmas cuando la elección del Licenciado Picado, aprobando en esa forma el delito electoral 
perpetrado, una Cámara así, digo, carece de respaldo para propiciar a apoyar mociones, que 
como la del comentario, tiende a sancionar un delito contra el sufragio popular”. Baudrit Gon-
zález, no; ROJAS VARGAS, quien sustituyó al Diputado Volio Jiménez, que se retiró, razonó su 
voto así: “Yo señores Diputados razonaré mi voto en la siguiente forma: “Estoy de acuerdo con 
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la moción del Diputado Zeledón en su esencia o más bien en su espíritu. Pero desde el punto 
de vista de su forma, de su procedimiento, no lo estoy. En consecuencia voto negativamente”. 
ARIAS BONILLA razonó su voto negativo expresando que a su juicio la moción del Sr. Zeledón 
debe ser pasada previamente a estudio de una comisión y que será después de ese procedi-
miento que corresponderá entrar a considerarla y votarla. JIMÉNEZ ORTIZ, no, y razonó su voto 
así: “Niego mi voto porque es prematuro votar el asunto de fondo, sin conocer el dictamen de la 
Comisión prevista. Estoy de acuerdo en el nombramiento de dicha comisión”. González Herrán, 
no, manifestándose por su aprobación en cuanto a lo moral y no a lo legal. CHACÓN JINESTA 
razonó su voto así: “He condenado con todas las fuerzas de mi espíritu la actitud asumida por 
los 27 Diputados que el 1º de marzo de 1948 anularon la elección popular de don Otilio Ulate 
para Presidente de la República. Esa condenatoria quedó manifiesta cuando fuí a pelear con la 
Revolución que tuvo origen en ese pronunciamiento del Congreso de aquel entonces.

Si la moción en discusión pidiera que se impusiera una sanción moral a aquellos 27 hombres 
sin honor que no supieron respetar su firma, mi voto sería afirmativo, pero como en esa moción 
se pide que se inicien los procedimientos para imponer la sanción legal correspondiente, por el 
posible delito cometido, a las 27 personas dichas, mi voto es negativo, ya que considero que no 
se puede responsabilizar legalmente a quienes estaban protegidos por el Fuero Constitucional 
respecto a las opiniones y votos que emitieran en su carácter de Diputados, al decirlo expre-
samente así la Constitución vigente en aquel entonces”. VARGAS FERNÁNDEZ razonó su voto 
negativo de la siguiente manera: “Estoy enteramente de acuerdo en todo aquello que implique 
sanción moral contra los autores del abominable hecho cometido en el Congreso Constitucional 
el primero de marzo de 1948. No me opongo a que se hagan las investigaciones necesarias 
para dilucidar todo lo que haya en relación con el asesinato cometido en ese mismo día. No 
estoy de acuerdo, en cambio, en que se pida sanción legal contra los 27 Diputados que votaron 
por la nulidad de las elecciones celebradas el 8 de febrero, por dos razones fundamentales: 1) 
Porque la actitud de los 27 Diputados, espernible hasta donde más, no puede ser objeto de san-
ciones legales, ya que en la época en que se produjo se hallaba vigente la Constitución del 71, 
en la que se garantiza en forma absoluta la irresponsabilidad de los diputados por las opiniones 
y votos que emitieran durante las sesiones, y 2) porque siendo ésta una Asamblea para dictar 
una nueva Carta Fundamental y existiendo en el proyecto correspondiente igual precepto que 
protegerá a los miembros de futuros congresos, precepto que muy seguramente, acogerá este 
Cuerpo, resultaría una inconsecuencia inexplicable, que esta Asamblea prohíje el desconoci-
miento del mismo canon constitucional de la Carta Magna de 1871”. En consecuencia, por 35 
votos afirmativos contra 10 negativos, fue aprobada la moción del Diputado Zeledón Brenes. 2

Quedando en el uso de la palabra el Diputado Vargas Vargas, a las dieciséis horas y media 
terminó la sesión. –Marcial Rodríguez C., Presidente.–Fernando Vargas F., Primer Secretario.–
Gonzalo Ortiz M., Segundo Secretario.
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Notas
1 El Dr. Francisco Vargas Vargas, el único Diputado del partido Confraternidad Nacional, siempre dijo que a 

su agrupación política se le había escamoteado un diputado suplente de parte del Tribunal Supremo de Elec-
ciones, por razones de interpretación de la ley electoral en cuanto a distribución de los puestos de suplentes, 
aunque nunca planteó la denuncia del caso por cuanto “Costa Rica tenía planteado un grave conflicto con 
Nicaragua y para mi la suerte de Costa Rica estaba por sobre la suerte mía o de un suplente.” El suplente se 
le adjudica al partido Unión Nacional que lleva así a la Constituyente a don Rubén Venegas Mora, dirigente 
ulatista de las Juntas de Abangares. La denuncia del Dr. Vargas molesta al Diputado Hernán Vargas Castro, 
excombatiente del 48 y finquero muy conocido y apreciado en el cantón de Tilarán, quien insta a la Constitu-
yente para que se pronuncie al respecto “pues no se puede pasar por alto un cargo como éste cuando se está 
tratando de regenerar la vida política del país “La mayoría no aprueba seguir con este asunto en vista de las 
explicaciones dadas por el Dr. Vargas Vargas. Es interesante mencionar que el partido del ilustre médico y ciru-
jano, graduado en París, postula candidato presidencial en las elecciones de febrero de 1940. Su candidato es 
el profesor Virgilio Salazar Leiva, que obtiene un buen número de sufragios después del Dr. Calderón Guardia 
y el Lic. Manuel Mora Valverde. Desilusionado de la política y de los políticos, el Dr. Vargas se consagra al 
ejercicio de su profesión al clausurarse la Constituyente y su partido, de tipo caudillista y personal, desaparece 
del escenario político.

2 En la sesión siguiente el Presidente de la Asamblea integra la comisión técnica de Abogados que tendría a 
su cargo estudiar a fondo la denuncia del Diputado Zeledón Brenes para rendir el dictamen correspondiente. 
Formaron parte de esta comisión los Licenciados Ricardo Esquivel Fernández, Otón Acosta Jiménez y Fernando 
Fournier Acuña. La comisión, sin embargo, le da largas al asunto y nunca rinde dictamen. Es posible que en 
el ánimo de sus integrantes haya prevalecido el criterio de no atizar los odios y rencores del 48, más en las 
circunstancias del momento, cuando el país necesita cicatrizar las heridas de la guerra civil y enrumbar a la 
nación por caminos de paz y progreso.


